Impugnación de tutela
66001-31-05-002-2019-00475-01
Luís Eduardo Acevedo Gómez vs. Colpensiones y Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

Providencia:

Sentencia de segunda instancia

Asunto:
 

Acción de Tutela

Radicación Nro.:
66001-31-05-002-2019-00475-01

Accionante: 

Luís Eduardo Acevedo Gómez 

Accionado:

Colpensiones 

Vinculado:

Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda

TEMAS:
SEGURIDAD SOCIAL / APELACIÓN CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ / CUANDO ÉSTA ES DE ORIGEN COMÚN, CORRESPONDE A LA AFP EL PAGO DE LOS HONORARIOS DE LA JUNTA NACIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ.
Es menester precisar que el artículo 48 de la C.N., consagra el derecho a la seguridad social que tiene una doble connotación, como servicio público de carácter obligatorio cuya cobertura se encuentra en cabeza del Estado bajo los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad y como derecho fundamental que debe garantizarse a todos los habitantes y está intrínsecamente ligado a la dignidad humana; motivo por el cual, su materialización se ve reflejado en el Sistema General de Seguridad Social, en el presente caso, en Pensiones cuya finalidad es garantizar el amparo contra las contingencias derivadas de la vejez, la invalidez y la muerte mediante el reconocimiento de las prestaciones propias del sistema. (…)
Ahora, cuando se trata de la calificación de la pérdida de la capacidad laborar, puede ser esta realizada en una primera oportunidad por Colpensiones, las ARL, las compañías de seguro que asuman los riesgos de invalidez y muerte y las EPS (art. 41 de la Ley 100 de 1993); dictamen que deberá estar motivado con los fundamentos de hecho y de derecho que dieron origen a esta decisión…
El artículo 20 de Decreto 1352 de 2013 compilado en el artículo 2.2.5.1.16 del Decreto 1072 de 2015 dispone que los honorarios de las Juntas Regional y Nacional de Calificación de Invalidez, serán cancelados de manera anticipada por el solicitante y corresponderán a un salario mínimo legal mensual vigente. Y el artículo 17 del Decreto 1562 de 2012 establece que si en la calificación de origen en primera oportunidad se determinó que era común, le corresponde a la AFP cancelar el valor de esos estipendios, caso contrario le corresponderá a la ARL.
… se evidencia la vulneración de los derechos al debido proceso y seguridad social, pues Colpensiones con su omisión en el pago de los honorarios de la JNCI, impide que se continúe con el trámite del recurso de apelación ante ese organismo; situación que le ha obstaculizado al actor materializar su derecho a acceder a las prestaciones económicas derivadas del sistema de seguridad social; por lo que no le asiste razón al recurrente por cuanto se probó que se le informó sobre la impugnación presentada frente al dictamen emitido por la Junta Regional y la conducta que se requería de ella para continuar con el trámite administrativo…
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA SEGUNDA DE DECISIÓN LABORAL

Magistrada Sustanciadora

OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA

Pereira, Risaralda, dieciocho (18) de noviembre de dos mil diecinueve (2019)

Acta número 310 de 18-11-2018
Se procede a decidir la impugnación de la sentencia proferida el 25-10-2019 por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito Pereira Risaralda, dentro de la acción de tutela instaurada por Luís Eduardo Acevedo Gómez, identificado con la cédula de ciudadanía No. 16.261.034, quien actúa a través de apoderado judicial en contra de Colpensiones; trámite al que se vinculó a la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda.

ANTECEDENTES
1. Derechos fundamentales invocados, pretensión y hechos relevantes en los que se funda
Quien promueve el amparo, pretende la protección de los derechos fundamentales al debido proceso y seguridad social y, en consecuencia, se ordene a Colpensiones a cancelar los honorarios a la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda para que se surta el trámite respectivo.
Narró el accionante que (i) padece de tumor maligno de la piel, hipertensión esencial, gastritis crónica, diabetes mellitus no insulinodependiente, trastorno de adaptación, trastorno de disco lumbar con radiculopatía y disminución indeterminada de la agudeza visual; ii) inició proceso de calificación ante Colpensiones, ente que profirió dictamen No. 3344295 del 20-12-2018, en el que le otorgó como PCL 16.44% y fecha de estructuración 28-06-2018 de origen común; decisión que recurrió por lo que dio lugar a que la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda mediante dictamen No. 16261034-66 del 26-06-2019 modificara el porcentaje de PCL para aumentarlo y dejara incólume lo demás; iv) presentó recurso de apelación contra esa determinación, sin que hasta la fecha hubiera sido remitido a la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, por cuanto Colpensiones no ha pagado los honorarios respectivos.
2. Pronunciamiento de la accionada y vinculada
2.1 Colpensiones

Solicitó declarar improcedente la tutela y para ello manifestó que no es posible realizar el pago de los honorarios a la Junta Nacional, por cuanto es necesario que se aporte el dictamen de PCL.
2.2. Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda
Requirió su desvinculación del presente trámite al considerar que se encuentra imposibilitada legalmente para remitir el expediente a la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, toda vez que Colpensiones no ha cancelado los honorarios correspondiente, de conformidad con el artículo 43 del Decreto 1352 de 2013; hecho que fue puesto en conocimiento del accionante y al fondo de pensiones.
3. Sentencia impugnada
La Jueza Segunda Laboral del Circuito de Pereira tuteló los derechos fundamentales a la seguridad social y al debido proceso del señor Luís Eduardo Acevedo Gómez y, en consecuencia, ordenó a Colpensiones para que procediera a pagar los honorarios a la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Pereira, con el fin de que se surta el recurso de apelación ante la Junta Nacional de Calificación de Invalidez; asimismo, exoneró a la vinculada de la presente acción, al considerar que ha actuado conforme a su competencia.

Para arribar a dicha conclusión, manifestó que no existe ninguna excusa por Colpensiones en omitir el pago de los honorarios a la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda, pues señaló que pese a que existe una calificación de PCL ésta no se encuentra en firme, por lo que la situación del actor no se encuentra definida, por lo que vulneró sus derechos fundamentales.
4. Impugnación

Colpensiones solicitó la revocatoria de la decisión y argumentó que hasta la fecha la Junta Regional de Calificación de Invalidez no le ha notificado si interpusieron recursos o no contra el dictamen emitido y si estos fueron en término, por lo que una vez se realice esta actuación, verificara si hay lugar a cancelar los honorarios.
CONSIDERACIONES

1. Competencia
Este Tribunal es competente para conocer de la presente acción, al ser el superior jerárquico del juzgado que profirió la sentencia. 
2. Problema jurídico

En atención a lo expuesto por la accionante, la Sala se formula el siguiente:
(i) ¿Vulneró Colpensiones los derechos del actor al omitir pagar los honorarios a la JNCI que posibilite enviar el dictamen a esta entidad para surtirse el recurso de apelación?

Previo a abordar el interrogante planteado le compete a la Sala verificar el cumplimiento de los requisitos de procedencia de la acción de tutela.

3. Presupuestos de procedencia de la acción de tutela 

Se tiene satisfechos los requisitos generales de procedencia de la acción de tutela (art. 86 CP) al ser los derechos al debido proceso y seguridad social fundamentales; presentarse esta acción en un tiempo prudencial, al mediar entre la interposición del recurso de apelación (05-07-2019) y la presentación de la acción de amparo (11-10-2019), menos de 6 meses; estar legitimados los intervinientes, al ser el señor Luís Eduardo Acevedo Gómez quién apeló el dictamen que emitió la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda y Colpensiones, por ser la entidad de seguridad social que debe impulsar el trámite de objeción del dictamen de PCL.
También lo está la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda, pues es la entidad emitió el dictamen que es objeto de discusión por el accionante. 
4. Solución a los problemas jurídicos planteados 
4.1. Fundamento Jurídico
4.1.1. Seguridad Social 
Es menester precisar que el artículo 48 de la C.N., consagra el derecho a la seguridad social que tiene una doble connotación, como servicio público de carácter obligatorio cuya cobertura se encuentra en cabeza del Estado bajo los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad y como derecho fundamental que debe garantizarse a todos los habitantes y está intrínsecamente ligado a la dignidad humana; motivo por el cual, su materialización se ve reflejado en el Sistema General de Seguridad Social, en el presente caso, en Pensiones cuya finalidad es garantizar el amparo contra las contingencias derivadas de la vejez, la invalidez y la muerte mediante el reconocimiento de las prestaciones propias del sistema
.
4.1.2. Debido Proceso
Asimismo, el debido proceso también es un derecho fundamental que tiene como fin garantizar la preservación y efectiva realización de la justicia material; por lo que debe ser respetado, tanto en las actuaciones de carácter administrativo como judicial, por lo que las autoridades tienen la obligación de ajustar su accionar conforme a los procedimientos contemplados para cada trámite; es decir, asegurar el cumplimiento de cada una de las etapas establecidas
.

4.1.3. PCL – Dictamen – trámite administrativo

Ahora, cuando se trata de la calificación de la pérdida de la capacidad laborar, puede ser esta realizada en una primera oportunidad por Colpensiones, las ARL, las compañías de seguro que asuman los riesgos de invalidez y muerte y las EPS (art. 41 de la Ley 100 de 1993); dictamen que deberá estar motivado con los fundamentos de hecho y de derecho que dieron origen a esta decisión. De ahí la importancia de emitir el concepto correspondiente, puesto que de allí se determina la entidad responsable de reconocer y pagar la prestación asistencial o económica que tiene derecho la persona o beneficiario.
El artículo 20 de Decreto 1352 de 2013 compilado en el artículo 2.2.5.1.16 del Decreto 1072 de 2015 dispone que los honorarios de las Juntas Regional y Nacional de Calificación de Invalidez, serán cancelados de manera anticipada por el solicitante y corresponderán a un salario mínimo legal mensual vigente. Y el artículo 17 del Decreto 1562 de 2012 establece que si en la calificación de origen en primera oportunidad se determinó que era común, le corresponde a la AFP cancelar el valor de esos estipendios, caso contrario le corresponderá a la ARL.
Asimismo, el inciso 4º del artículo 43 del Decreto 1352 de 2013 prohíbe a la JRCI la remisión del expediente a la Junta Nacional de Calificación de Invalidez para que se surta el recurso de apelación, cuando faltaré la consignación del pago de los honorarios de esta última entidad, situación que deberá ser puesta en conocimiento de las partes.
4.1.2. Fundamento Fáctico 
En este asunto, se tiene acreditado que el actor fue calificado en primera oportunidad por Colpensiones según se desprende del dictamen emitido por la JRCI (fls. 7 a 10, cdno 1).
Igualmente que contra este aquél presentó recurso de apelación respecto del porcentaje y la fecha de estructuración; razón por la cual se remitió a la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda, entidad que mediante dictamen No. 16261034-666 de 26-06-2019 estableció como PCL el 43.54% con fecha de estructuración 28-06-2018 y de origen común (fls. 7 a 10, cdno 1); decisión que también fue recurrido por el accionante mediante el escrito presentado el 05-07-2019 (fls. 11 a 13, cdno 1).

Impugnación de la que informó la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda a Colpensiones, mediante oficio del 21-08-2019 recibido el 23-08-2019 (fl. 4, cdno 2), donde la requirió el pago de los honorarios de la Junta nacional, para poder remitir a dicha entidad para que se surta el recurso de apelación del dictamen emitido por la Junta Regional; lo que desmiente el argumento de la alzada en este trámite. También se demostró que el 27-09-2019 ésta última le notificó al accionante la imposibilidad de remitir el expediente a la JNCI para que se surtiera la impugnación por la falta de pago de los honorarios por parte de Colpensiones a ésta última entidad (fl. 14, cdno 1).

Del anterior recuento, se evidencia la vulneración de los derechos al debido proceso y seguridad social, pues Colpensiones con su omisión en el pago de los honorarios de la JNCI, impide que se continúe con el trámite del recurso de apelación ante ese organismo; situación que le ha obstaculizado al actor materializar su derecho a acceder a las prestaciones económicas derivadas del sistema de seguridad social; por lo que no le asiste razón al recurrente por cuanto se probó que se le informó sobre la impugnación presentada frente al dictamen emitido por la Junta Regional y la conducta que se requería de ella para continuar con el trámite administrativo, además, porque es esa entidad la que calificó en primera oportunidad al actor y por ser esta quien le corresponde asumir el pago (Art. 17 del Decreto 1562 de 2012). 

CONCLUSIÓN
A tono con lo expuesto, se confirmará la decisión de primera grado por las consideraciones vertidas en precedencia. 
DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Risaralda - Sala Segunda de Decisión, administrando justicia en nombre del Pueblo y por autoridad de la Constitución,

RESUELVE

PRIMERO: CONFIMAR la sentencia de tutela del 25-10-2019 proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito Pereira Risaralda, dentro de la acción de tutela instaurada por Luís Eduardo Acevedo Gómez, identificado con la cédula de ciudadanía No. 16.261.034, quien actúa a través de apoderado judicial en contra de Colpensiones; trámite al que se vinculó la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda.
SEGUNDO: COMUNICAR esta decisión a las partes e intervinientes en el término de Ley y al juzgado de origen.
TERCERO: REMITIR el expediente a la honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA

Magistrada Ponente

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

Magistrado




Magistrado
� Corte Constitucional. T-049-2019.


� Corte Constitucional T-115-2018
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